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Procedimiento Ordinario 265/2008
Número de identificación único: 28079 23 3 2008 0001354
A LA SECCION TERCERA DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO

DE LA AUDIENCIA NACIONAL

Dª PILAR CERMEÑO ROCO, Procuradora de los Tribunales y de ACCESS INFO EUROPE cuya representación tengo debidamente acreditada en los autos de referencia, ante la Sala comparezco y como mejor proceda en derecho, 

DIGO:

Que por medio del presente escrito vengo a formalizar en tiempo y forma ESCRITO DE DEMANDA con fundamento en los siguientes,

H E C H O S :

PRIMERO.- El presente recurso tiene causa del desistimiento que por silencio administrativo lleva a cabo el Excelentísimo Sr. Ministro de Justicia de la solicitud de información pública efectuad por mi mandante el pasado día 14 de junio y recibida por el Ministerio el siguiente día 18 de junio.

Para una mayor claridad de la situación pasamos a presentar cronológicamente los hechos:

1.- Con fecha 1 de marzo de 2.007, mi representada envió una solicitud de información a la Presidencia del Gobierno, relacionada con el Convenio de la OCDE para la lucha contra la corrupción de Agentes Públicos Extranjeros en las Transacciones Comerciales Internacionales y del Convenio de Naciones Unidas contra la Corrupción. Adjuntamos copia de la citada solicitud, junto con su acuse de recibo como Documento núm. 1.

2.- Ante la ausencia de respuesta alguna a la solicitud señalada en el punto 1 anterior, con fecha 30 de marzo se volvió a reiterar la misma, incluyendo en este caso una breve introducción de la solicitante y los motivos por los que solicitaba la información, copia de la cual, junto con su acuse de recibo se adjunta como Documento núm. 2.

3.- Con fecha 27 de abril de 2.007, se recibe contestación del Director del Gabinete de la Presidencia del Gobierno, contestando únicamente a una de las preguntas efectuadas (de forma errónea, a juicio de esta parte, toda vez que se contesta una cosa distinta a la que se pregunta) y remitiendo a mi mandante al Ministerio de Justicia a los efectos de que planteara allí las consultas. Se adjunta copia de la citada contestación como Documento núm. 3.

4.- A la vista de la contestación realizada, ACCESS INFO EUROPE envía una nueva comunicación, el 14 de junio de 2.007, poniendo de manifiesto que no se había contestado más que a una de las preguntas, y que además la respuesta no se efectuaba sobre lo realmente preguntado, aprovechando para efectuar nuevamente la pregunta, de forma clara y precisa. Adjuntamos como Documento núm. 4, copia de la citada comunicación.
5.- Ese mismo día 14 de junio de 2.007, se envía al Ministerio de Justicia, a la atención del Excelentísimo Sr. Ministro, la solicitud de información contenida en los documentos anteriormente señalados y aportados, toda vez que según la contestación del Director de Gabinete de la Presidencia del Gobierno (vid. Documento núm. 3), es donde debe mi mandante dirigir sus consultas. La citada solicitud se ha adjuntado junto con nuestro escrito de interposición del recurso contencioso-administrativo, pese a loo cual la volvemos a adjuntar como Documento núm. 5 para mejor comprensión y manejo del expediente.

Hasta la fecha de la interposición de la presente demanda, mi mandante no ha obtenido respuesta a su solicitud de fecha 14 de junio de 2.007, motivo por el que ha sido necesario solicitar el auxilio judicial en defensa de los derechos de mi representada.

SEGUNDO.- Del expediente administrativo remitido a esa digna Sala, hemos de destacar los siguientes hechos:
1.- La solicitud de información efectuada por mi mandante, tuvo entrada en el Gabinete del Ministro de Justicia el 25 de junio de 2.007 (folio núm. 2 del expediente).

2.- Con fecha 29 de junio de 2.007 se solicita por parte de la Sección de Comunicación Ciudadana del Gabinete del Ministro de Justicia a la Secretaría General Técnica, un breve informe sobre la cuestión planteada, “a fin de elaborar la oportuna contestación a los interesados” (folio núm. 1 del expediente).

3.- Como Documento núm. 2 (folio 8 del expediente) aparece una comunicación de fecha 29 de junio de 2.007 dirigida a mi mandante por parte de la Asesora del Gabinete del Ministro, en el que comunican que han recabado el oportuno informe de los Servicios competentes del Departamento, y que el mismo sería trasladado en el momento en que les fuera facilitado. 

No obstante lo anterior, mi mandante nunca recibió la citada comunicación, constando única y exclusivamente en el expediente administrativo. Confirmar con ACCESS INFO
4.- Como Documento núm. 3 del expediente se aporta el correo electrónico enviado por el asesor de la Secretaría General Técnica del Ministerio de Justicia a la Asesora del Gabinete del Ministro, en el que se comunica que una vez obtenido el visto bueno del Secretario General Técnico, se remite el informe con la contestación a las preguntas que estiman son de su competencia, y señalan quién podría contestar a la práctica totalidad de las mismas, pero a su vez señala que hay preguntas que deben ser contestadas por otros Ministerios, sin precisar cuáles son.
A los anteriores hechos resultan de aplicación los siguientes 

FUNDAMENTOS DE DERECHO

-I-

De Carácter Jurídico-procesal

Primero.- Jurisdicción.

Los Juzgados y Tribunales de lo Contencioso - Administrativo españoles resultan competentes para conocer de la presente demanda, al deducirse las pretensiones de la actuación de la Administración, en virtud de lo establecido en el artículo 1 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

Segundo.- Competencia

a) Competencia objetiva y territorial
Corresponde conocer de este asunto a la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional, a tenor de lo establecido en el artículo 8.1 de la vigente Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

Tercero.- Actos impugnables

Se impugna la desestimación por silencio administrativo de la solicitud de información pública solicitada por mi representada en fecha 14 de junio de 2.007 y recibida en el Ministerio el día 18 de junio del mismo año.
Cuarto.- Representación y defensa.

Se cumplen las exigencias contenidas en los artículos 23 y 24 de la ley procedimental.

Quinto.- Procedimiento 

El procedimiento se deberá sustanciar siguiendo los trámites del procedimiento contencioso administrativo ordinario previsto en los artículos 43 y siguientes de la Ley Jurisdiccional, por ser de cuantía indeterminada y no tratarse de cuestiones de personal que no se refieran al nacimiento o extinción de la relación de servicios de funcionarios públicos.

Sexto.- Cuantía

El presente procedimiento lo es de cuantía indeterminada.

Séptimo.- Legitimación

a) Legitimación Activa. 
De acuerdo con el artículo 19 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, mi representada se encuentra legitimada activamente para promover la presente demanda, al resultar directamente perjudicada por las resoluciones impugnadas.

b) Legitimación Pasiva. 
Se encuentra legitimada pasivamente para soportar el presente procedimiento, el Ministerio de Justicia, por ser la Administración de la que ha emanado el acto impugnado.

-II-

De carácter jurídico material

PRIMERO.- La ausencia de respuesta a la solicitud de información presentada lesiona el derecho fundamental a recibir libremente información recogido en el artículo 20.1.d) de la Constitución Española e impide el ejercicio del derecho a la libertad de expresión recogido en el artículo 20.1. a) y el derecho a la participación en los asuntos públicos del artículo 23.1, ambos artículos del mismo texto constitucional.  

A. En relación con el derecho fundamental a recibir libremente información (Art. 20.1.d) CE) y con el derecho a la libertad de expresión (art. 20.1. a) CE):

De acuerdo con el artículo 10.2 de la Constitución, las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución establece deben interpretarse de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las materias ratificados por España. El artículo 20.1.d) de la Constitución debe ser, por tanto, interpretado de conformidad con lo establecido en el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el artículo 10 del convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales y el artículo 11 de la Carta Europea de Derechos Fundamentales, todos ellos Convenios y tratados ratificados por España, que reconocen igualmente el derecho de todo individuo a buscar y recibir información.

En el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos
 (DUDDHH) y en el del mismo número del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
 (PIDCP) se señala expresamente que el derecho a la libertad de expresión incluye el derecho a buscar, investigar y recibir información, lo que se ha venido a llamar el derecho a la libertad de información o el derecho a la información. 

En consonancia, pues, con estos tratados internacionales suscritos por España, el derecho fundamental a la libertad de información del artículo 20.1.d) de nuestra Constitución no solamente incluye el derecho a recibir información por cualquier medio de difusión sino que ampara y protege igualmente el derecho de toda persona a solicitar y recibir información que se halle en poder de la Administración en virtud del ejercicio de sus funciones, el llamado derecho de acceso a la información pública. El artículo 20.1. d) quedaría en gran parte vacío de contenido si se entendiera que de toda la esfera de la información que las personas pueden buscar, investigar y recibir en virtud de este artículo se excluye toda aquélla que se halle en mano de los poderes públicos. El derecho a la libertad de información, por tanto, incluye el derecho de solicitar y recibir información a las administraciones, instituciones y poderes públicos.

Difícilmente una persona, en el ejercicio de su libertad de expresión, podrá expresar su opinión y difundir su pensamiento sobre un asunto relacionado con la actuación de los poderes públicos, si esos mismos poderes no respetan su derecho a acceder a la información pública que se halle en su poder y no contestan a las solicitudes de información que se les plantean en relación con sus actuaciones. El silencio de la Administración frente a cualquier solicitud de información supone un obstáculo insalvable para los ciudadanos para que puedan expresarse y opinar de manera informada. 

El derecho a solicitar y recibir información en manos de los poderes públicos se ha considerado elemento esencial del derecho a la libertad de expresión y herramienta fundamental para su ejercicio a nivel internacional desde sus inicios. Así la primera ley en el mundo que reconoció este derecho, la Ley Sueca de Libertad de Prensa de 1766, uno de los cuatro textos pilares que forman parte de la Constitución Sueca, establece en el artículo 1 del Capítulo 2 que “todo ciudadano sueco tiene libre acceso a los documentos oficiales, con el fin de promover el intercambio libre de opinión y la disponibilidad de información completa."

En la misma línea la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su Sentencia de 19 de Septiembre de 2006 en el Caso Claude Reyes y otros versus Chile, ha señalado recientemente que el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión comprende “no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio pensamiento, sino también el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole” y ha considerado que el artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos, dedicado a la libertad de pensamiento y expresión, al estipular expresamente los derechos a “buscar” y a “recibir” “informaciones”
, “protege el derecho que tiene toda persona a solicitar el acceso a la información bajo el control del Estado.” Este artículo 13 de la Convención Americana es muy similar en su redacción al artículo 20 de nuestra Constitución y a los artículos 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ya mencionados en los que siempre se vincula el derecho a la libertad de expresión con el derecho no sólo a recibir información sino a buscarla e investigar, como hemos indicado anteriormente. 

El propio Tribunal Europeo de Derechos Humanos al interpretar el artículo 10 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales relativo a la libertad de expresión ha considerado que dicho artículo 10 no solamente protege las acciones relativas a la difusión y publicación de opiniones sino también aquellas actividades de búsqueda e investigación que se realizan de forma previa para obtener información sobre un asunto (Sentencia de 25 de Abril de 2006, Caso Damman contra Suiza)
, lo que se haya en consonancia con los artículos de la DUDDHH y el PIDCC citados en el párrafo anterior. 

El Comité de Ministros del Consejo de Europa ha reconocido igualmente en su Declaración sobre la libertad de expresión de 29 de Abril de 1982 que este derecho es el derecho de toda persona “a expresarse, a pesar de las fronteras, a buscar y recibir información e ideas, cualquiera que sea su fuente, así como a difundirlas bajo las condiciones del artículo 10 del Convenio Europeo.”

Si cualquier administración o institución pública no responde a una solicitud de información y no entrega la información que una persona en el ejercicio de sus derechos fundamentales ha pedido, es evidente que está frustrando las labores preliminares de búsqueda e investigación necesarias para que posteriormente pueda expresar su opinión al respecto. También el silencio de la Administración obstaculiza que la información circule entre los ciudadanos de forma que éstos puedan tener conocimiento de la misma y evaluar la actuación de los poderes públicos en cada caso. Con ello no sólo se  imposibilita el ejercicio del derecho a la libertad de información sino también el del derecho a expresar ideas y opiniones.

La Corte Interamericana en el fallo del Caso Claude Reyes arriba indicado señaló que el artículo 13 de la Convención Americana:

 “ampara el derecho de las personas a recibir dicha información y la obligación positiva del Estado de suministrarla, de forma tal que la persona pueda tener acceso a conocer esa información o reciba una respuesta fundamentada cuando por algún motivo permitido por la Convención el Estado pueda limitar el acceso a la misma para el caso concreto. Dicha información debe ser entregada sin necesidad de acreditar un interés directo para su obtención o una afectación personal, salvo en los casos en que se aplique una legítima restricción.  Su entrega a una persona puede permitir a su vez que ésta circule en la sociedad de manera que pueda conocerla, acceder a ella y valorarla. De esta forma, el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión contempla la protección del derecho de acceso a la información bajo el control del Estado, el cual también contiene de manera clara las dos dimensiones, individual y social, del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión, las cuales deben ser garantizadas por el Estado de forma simultánea.”

Esta sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos no hace más que confirmar el vínculo tradicional existente entre estos dos derechos y se encuentra en línea con las Declaraciones Conjuntas realizadas desde el año 1999 por el Relator Especial de las Naciones Unidas para la Libertad de Opinión y Expresión, el Representante de la Organización para la Seguridad y Cooperación en Europa para la Libertad de los Medios de Comunicación y el Relator Especial de la OEA para la Libertad de Expresión. En estas declaraciones conjuntas se ha venido reconociendo que: “Implícito en la libertad de expresión está el derecho de toda persona a tener libre acceso a la información y a saber qué están haciendo los gobiernos por sus pueblos, sin lo cual la verdad languidecería y la participación en el gobierno permanecería fragmentada.” 
 Además los relatores han declarado que “El derecho de acceso a la información en poder de las autoridades públicas es un derecho humano fundamental (…) basad[o] en el principio de máxima divulgación, el cual establece la presunción de que toda la información es accesible, sujeto solamente a un sistema restringido de excepciones.”

Tan sólo puede haber máxima divulgación de la actuación de los poderes públicos si éstos facilitan la información que se les pide y no se callan ante cualquier solicitud de información que se les plantea. El silencio de la Administración ante una petición de información trunca la distribución de información de interés público entre los ciudadanos y la posibilidad de que los mismos la conozcan, la enjuicien y se expresen al respecto. Con ello se violan los derechos a la libertad de información y a la libertad de expresión del artículo 20 de la Constitución.

B. En relación con el derecho fundamental a la participación en los asuntos públicos (Art. 23.1 CE):

El derecho fundamental a solicitar y recibir información de los poderes públicos es requisito esencial para que todo ciudadano pueda participar de forma informada en una sociedad democrática, derecho igualmente fundamental recogido en el artículo 23.1 de nuestra Constitución, que establece el derecho de participación de todos en los asuntos públicos. Para ello el artículo 9.2 del propio texto constitucional sancionó la obligación de los poderes públicos de remover los obstáculos que impidan o dificulten la participación de los ciudadanos en la vida política de este país. El silencio y la inactividad de la Administración es una de las peores trabas a la participación de los ciudadanos puesto que impiden que éstos tengan la necesaria información sobre la actuación de los diversos poderes, entidades u organismos públicos y con ello obstaculizan la acción participativa. Sin información no puede haber verdadera participación y sin participación no puede haber verdadera democracia. 
En el asunto que nos ocupa se pedía información sobre las acciones llevadas a cabo para la correcta implementación de dos Convenios ratificados por España y que ya han entrado en vigor, dos convenios de interés no solamente para la actividad de la asociación que solicitó la información sino también para cualquier ciudadano que esté preocupado por conocer si estos dos Convenios Internacionales dedicados a la lucha contra la corrupción se están implementando adecuadamente, de forma que las medidas que se prevén en ellos sean efectivas. La información sobre esta materia es importante para valorar la actuación del Gobierno en esta materia y por tanto, para la participación de todos en los asuntos públicos. Los ciudadanos tienen derecho a saber si el Gobierno cumple convenientemente con las obligaciones derivadas de los tratados internacionales ratificados por España y en vigor en nuestro país.

El silencio de la Administración infringe asimismo los principios generales de publicidad y transparencia de la actuación de los poderes públicos y de la Administración. De acuerdo con estos dos principios la Administración no puede arrogarse arbitrariamente una facultad discrecional que le permita retirar del escrutinio público información sobre el ejercicio de sus competencias, funciones y obligaciones. Estos principios hacen factible que las personas tanto físicas como jurídicas puedan controlar la gestión y el ejercicio de las funciones públicas. Así, el acceder a la información que tiene en su poder las administraciones públicas es un instrumento crucial para la participación en la gestión pública, todo ello por medio del control que la sociedad puede llevar a cabo al solicitar, recibir, analizar y distribuir esa información. 

Cuando una administración no responde a una solicitud de información ni facilita el acceso a los datos que se piden se está obstaculizando la posibilidad de comprobar por los ciudadanos si la Administración está llevando correctamente sus labores y con ello, se está frenando el ejercicio de su derecho a participar en la vida política del país. 
SEGUNDO.- La actuación de la Administración contraviene asimismo lo dispuesto en la propia Ley 30/1992, de 26 de Noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que en sus artículos 42 y 89.4 establece expresamente que la Administración está obligada a dictar resolución expresa en todos los procedimientos y en ningún caso puede abstenerse so pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia legal. 
Tanto el artículo 42 como el 89.4 de la Ley 30/1992 establecen la obligación de la Administración de dictar resolución expresa en todos los procedimientos, hasta el punto de que no puede excusar la resolución expresa en pretextos como el silencio, oscuridad o insuficiencia legal.

Mi mandante no ha obtenido satisfacción en cuanto a su solicitud de información, pese a que el expediente administrativo remitido a esa digna Sala descubre que la misma se recibió y que fue estudiada por personal del Ministerio.

Lo que no llega a comprender esta parte es que no se haya enviado a mi principal resolución alguna, y que se haya preferido acudir a la figura del silencio administrativo, cuando nuestra jurisprudencia es unánime y pacífica al entender que el silencio administrativo no es más que una ficción legal que responde a la finalidad de que el administrado pueda acceder a la vía judicial superando los efectos de la inactividad de la Administración.

Es por ello por lo que la Administración no puede excusarse en el silencio administrativo en ausencia de actuación alguna en su relación con el Administrado, toda vez que como ya viene estableciendo nuestra jurisprudencia, y más concretamente la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, Sección 8ª, en su Sentencia de 10 de julio de 2001, recurso 631/1999:
El derecho a la pretensión indicada deriva de la obligación de resolver que tiene la Administración de modo expreso que viene declarada en el artículo 42 párrafo 1 de la Ley 30/1.992, de 26 Nov. Este deber es inexcusable y no puede ser eliminado por la figura del acto presunto prevista en el artículo 43 de la misma Ley conforme a la cual la petición resulta desestimada. Esta desestimación está viciada radicalmente pues la Administración ha prescindido total y absolutamente del procedimiento establecido, dado que la Administración en este caso no solo ha incumplido la obligación de resolver sino que, además, no ha llevado a efecto actuación alguna, omisión que no puede ser sustituida en vía procesal por las alegaciones realizadas por la Abogacía del Estado, formuladas en defensa de la actuación administrativa
TERCERO.- Iura novit curia.
Por todo lo anteriormente expuesto,

SUPLICO AL JUZGADO que teniendo por presentado el presente escrito junto con sus copias se sirva: admitirlo, tener por formalizada en tiempo y forma la demanda y, en su día, previo el recibimiento del pleito a prueba que desde ahora intereso, dicte sentencia por la que estimando la pretensión 
OTROSI DIGO que al amparo del artículo 60 de la Ley Jurisdiccional intereso el recibimiento del pleito a prueba, prueba que habrá de versar sobre los siguientes puntos de hecho:

· La vulneración del derecho de acceso a la información pública.
· El incumplimiento de la Administración de su obligación de resolver.
Es por ello que,

SUPLICO NUEVAMENTE AL JUZGADO tenga por realizada la anterior solicitud y, en su día recibir el pleito a prueba, admitiendo la propuesta por esta representación y acordando lo pertinente para su práctica.

SEGUNDO OTROSI DIGO que interesa a esta parte la celebración de vista.

Es por ello que,

NUEVAMENTE SUPLICO AL JUZGADO tenga por hecha la anterior manifestación a los efectos legales oportunos.

Madrid a 22 de octubre de 2.008
Fdo: D. Enrique Jaramillo López-Herce


Dª. Pilar Cermeño Roco.

� Art. 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos adoptada y proclamada por la Resolución de la Asamblea General 217 A (iii) de las Naciones Unidas del 10 de Diciembre de 1948: “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.”


� Art. 19.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos adoptado  por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 2200 A (XXI) de 16 de Diciembre de 1966: “Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.”


� Versión en inglés: � HYPERLINK "http://www.riksdagen.se/templates/R_PageExtended____6332.aspx" ��http://www.riksdagen.se/templates/R_PageExtended____6332.aspx�) Artículo 1 del Capítulo 2, Swedish Freedom of Press Act:  “Art. 1. Every Swedish citizen shall be entitled to have free access to official documents, in order to encourage the free exchange of opinion and the availability of comprehensive information.”


� Convención Americana sobre Derechos Humanos suscrita en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos en San José (Costa Rica) del 7 al 22 de Noviembre de 1969. “Artículo 13: Libertad de Pensamiento y de Expresión.  1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.  2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: a)  el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. “


� Número de referencia: Requête no 77551/01. La sentencia se encuentra en: http://www.echr.coe.int/ECHR/FR/Header/Case-Law/Hudoc/Hudoc+database/


� Se puede encontrar la declaración en: � HYPERLINK "http://www.coe.int/t/e/human_rights/media" ��www.coe.int/t/e/human_rights/media�





� Declaración Conjunta de 26 de Noviembre de 1999. Se puede ver en: � HYPERLINK "http://www.cidh.org/Relatoria/showarticle.asp?artID=141&lID=2" ��http://www.cidh.org/Relatoria/showarticle.asp?artID=141&lID=2�


� Tribunal Constitucional (Sala Primera) Sentencia núm. 3/2008 de 21 enero RTC 2008\3 
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